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Apelación 

procedente del 

Tribunal de 
Primera 

Instancia, Sala de 
Carolina 

 
Civil Núm.:  

FDP2015-0244  
 

Sobre:  
 

Daños y 
Perjuicios, 

Impericia Médica 

Panel Especial integrado por su presidenta, la Jueza Colom García, 

el Juez Sánchez Ramos y la Jueza Cintrón Cintrón 
 

Colom García, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 18 de diciembre de 2019. 

La Sra. Elizabeth Moreno Rivera, el Sr. Junior Enrique Castro 

Pizarro, la Sra. Maribel Pizarro Quiñones, el Sr. Christopher Castro 

Pizarro y el Sr. Luis González Moreno [en adelante, los apelantes] 

acuden ante nosotros y solicitan que revoquemos la sentencia 

parcial enmendada emitida el 1 de agosto de 2019 por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Carolina.  Mediante la misma, el foro 

primario desestimó con perjuicio las causas de acción incoadas 

contra Servicios Médicos Universitarios, Inc., [en adelante, SMU] 

por ausencia de opinión pericial que rebatiera la presunción de 

corrección que cobija al tratamiento médico otorgado. 
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Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

revoca la sentencia apelada. 

ANTECEDENTES 

El 25 de septiembre de 2015, los apelantes presentaron una 

demanda sobre impericia médica contra el Concilio de Salud 

Integral de Loíza, varios médicos y SMU, como entidad que opera 

y administra el Hospital UPR Dr. Federico Trilla [en adelante, 

Hospital UPR].1  En la misma, se alegó que la joven embarazada 

y primeriza, Angélica González Moreno, tenía un historial de 

anemia falciforme, por lo que era una paciente de alto riesgo.  

Expusieron que, durante el año 2014, la joven estuvo en varias 

ocasiones en el Hospital UPR y en el Concilio de Salud Integral de 

Loíza debido a dolores, hipertensión y sangrados ocasionales.   

En la demanda se manifestó que la joven nunca fue 

debidamente diagnosticada, ni tratada, ni se siguieron los 

protocolos materno-fetales, de emergencia y prenatales.  Se 

expuso que su última hospitalización fue del 25 al 28 de 

septiembre de 2014, cuando le dieron el alta.  Sin embargo, tuvo 

que regresar de emergencia el 29 de septiembre de 2014, cuando 

falleció.  De otra parte, adujeron que el personal no realizó acto 

alguno para salvar al bebé viable, pues el embarazo estaba en una 

etapa avanzada. 

Así pues, sostuvieron que los servicios y tratamientos 

médicos-hospitalarios otorgados a la joven se apartaron de la 

mejor práctica de la medicina.  Por tanto, los apelantes 

reclamaron indemnización por sus daños y angustias mentales, 

así como por la causa heredada.   

                                                 
1 Surge del expediente que el 9 de marzo de 2018, el TPI emitió una sentencia 

parcial por desistimiento en cuanto a la causa de acción presentada contra el 

Dr. Javier Brugos Cotto y el Dr. Wilfredo López Reyes, sus esposas y las 

respectivas, Sociedades Legales de Bienes Gananciales. 
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El 10 de mayo de 2016, SMU contestó la demanda, en donde 

negó las imputaciones de negligencia.  Además, afirmó que, según 

la copia certificada del expediente clínico del Hospital UPR, la 

paciente nunca tuvo un problema crónico durante su embarazo 

relacionado con su historial de anemia falciforme y nunca presentó 

diagnóstico o condiciones que convirtieran su embarazo en uno de 

alto riesgo.  Expresó que a su llegada el 30 de septiembre de 2014 

a la sala de emergencias, su acompañante indicó que se había 

caído en el baño, quince minutos antes sin haber respondido.  Por 

ello, sostuvo que la paciente había llegado a la sala de 

emergencias sin pulso y en el sonograma transabdominal 

realizado, se identificó ausencia de movimientos y carencia de 

actividad cardiaca del feto. 

Finalmente, SMU aseguró que el tratamiento médico 

brindado a la joven paciente fue conforme a los estándares 

médicos reconocidos en la profesión y que su personal médico, de 

enfermería y paramédicos cumplió cabalmente con su deber de 

ejercer un cuidado razonable en el tratamiento brindado a la 

paciente.  Así también, arguyó que los médicos que habían 

atendido a la joven paciente no eran empleados de SMU, por lo 

que no se les podía imponer responsabilidad y que a los apelantes 

les correspondía rebatir la presunción de corrección que les cobija 

debido al tratamiento y servicio médico ofrecido.  

Luego de varios asuntos acontecidos,2 el foro primario, en 

reiteradas ocasiones, emitió orden dirigida al Instituto de Ciencias 

Forenses para que este produjera copia fiel y exacta del protocolo 

de autopsia completo de la joven fallecida, incluyendo análisis 

                                                 
2 El 6 de septiembre de 2016, el TPI emitió sentencia parcial, en la cual 

desestimó la demanda de epígrafe en cuanto al codemandante, el Sr. José Luis 

González, toda vez que no prestó la fianza de no residente conforme lo exige 

la Regla 69.5 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 69.5.  



 
 
 

KLAN201901079 

 

 

4 

toxicológicos, resultados de pruebas de laboratorios ordenados y 

la transcripción de la narrativa de la autopsia.  En cumplimiento 

con lo ordenado, el 5 de junio de 2018, el Instituto de Ciencias 

Forenses, presentó un escrito, en el cual aclaró que no era parte 

demandada, adujo que se había cumplido con la producción de 

documentos desde el 2016 y los restantes se habían entregado a 

los apelantes.  Expuso que los documentos brindados se 

relacionaban con: el certificado de autenticidad y hoja de informe 

de patología; el expediente de ciencias forenses; y el informe de 

resultados del centro de control de enfermedades y examen 

externo.  De otra parte, afirmó que, desde el 28 de enero de 2016, 

los apelantes conocían que no se había practicado una autopsia, 

por lo que no había ni informe, ni fotografías.   

El 12 de julio de 2018, SMU presentó una moción de 

desestimación por ausencia de opinión pericial.  En esencia, 

argumentó que, durante el descubrimiento de prueba, produjo los 

documentos requeridos.  Entre ellos, se encontraba el Informe de 

Investigación 2014-OPP-18, producto de la intervención realizada 

en la Oficina del Procurador del Paciente respecto a la evaluación 

y tratamiento de la joven, donde, desde el 9 de mayo de 2017, se 

exoneraba de responsabilidad al Hospital UPR, pues el expediente 

evidenciaba que se había llevado el protocolo para mujeres 

embarazadas.  Además, adujo que, según los resultados de los 

estudios y pruebas realizadas, a la paciente se le proveyó el 

cuidado de salud adecuado conforme a la mejor práctica de la 

medicina.  Por tanto, SMU sostuvo que hasta la fecha no se había 

presentado opinión pericial que rebatiera la presunción de 

corrección médica ejercida, por lo que procedía desestimar la 

causa de acción presentada en su contra.  
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Vencida la prórroga concedida, el 28 de marzo de 2019, los 

apelantes se opusieron a la desestimación.  En síntesis, plantearon 

que necesitaban los récords médicos completos del Hospital UPR 

para ser evaluados por los potenciales peritos.  Argumentaron que 

habían insistido en la solicitud de órdenes para proveer los récords 

en su totalidad tanto del Hospital UPR, como del Instituto de 

Ciencias Forenses y ante la ausencia de ellos, se les impedía 

obtener perito.  Además, que dicha prueba suprimida era contraria 

a los intereses de SMU.  De otra parte, solicitaron la exhumación 

del cadáver para corroborar y detectar las causas de la muerte. 

Así las cosas, el 17 de junio de 2019, el TPI dictó sentencia 

parcial en la cual desestimó sin perjuicio la causa de acción contra 

SMU.  El 23 de julio de 2019, SMU solicitó reconsideración a los 

fines de que fuera con perjuicio.  El 5 de agosto de 2019, los 

apelantes se opusieron.   

Por consiguiente, el 1 de agosto de 2019, notificada el 22 

de agosto de 2019, el TPI emitió una sentencia parcial enmendada 

en la cual acogió la reconsideración y desestimó con perjuicio 

contra SMU.  Específicamente, el foro primario, reiteró que los 

apelantes no refutaron los planteamientos presentados por SMU y 

que las alegadas deficiencias en expedientes del Instituto de 

Ciencias Forenses no se les podían atribuir a SMU.  Por ello, 

determinó que luego de transcurridos cerca de cuatro años de 

comenzado el pleito, aún no habían presentado opinión pericial 

que rebatiera la presunción de corrección en el tratamiento 

médico brindado.     

Inconforme, el 23 de septiembre de 2019, apelaron.  

Señalan que: 

Cometió manifiesto y craso error de hecho y de 

derecho el Honorable a quo al desestimar la demanda 
incoada con perjuicio por vía de reconsideración en 
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vez de sin perjuicio como lo había hecho 

originalmente. 
 

Cometió manifiesto y craso error de hecho y de 
derecho el Honorable a quo al desestimar la demanda 

a petición de la parte demandada, pero dejando sin 
resolver múltiples planteamientos de derecho hechos 

por la parte demandante incluyendo los siguientes: a) 

nada expresó el Honorable Tribunal sobre la solicitud 
de la parte demandante para que se aplicara la 

presunción de evidencia voluntariamente suprimida 
adversa; b) nada resolvió el Honorable Tribunal en 

cuanto a la solicitud de exhumación de cadáver de la 
fallecida solicitada por la parte demandante; c) nada 

resolvió el Honorable Tribunal a quo en cuanto a la 
situación de la falta de cumplimiento de su deber del 

Instituto de Ciencias Forenses y el impacto de ese 
incumplimiento sobre el caso de la parte demandante. 

 

El 25 de octubre de 2019, SMU presentó su alegato en 

oposición.  Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

estamos en posición de resolver y así lo hacemos.  

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

La responsabilidad civil por actos de mala práctica de la 

medicina debidos a la impericia o negligencia de un facultativo 

surge del artículo 1802 de nuestro Código Civil.  31 LPRA sec. 

5141; López Delgado v. Cañizares, 163 DPR 119, 132 (2004).  En 

los casos de mala práctica en la medicina para que proceda la 

responsabilidad civil del médico, el promovente de la acción tiene 

la obligación de establecer lo siguiente: 1) la ocurrencia de un acto 

médico culposo o negligente; 2) la producción de un daño real; y 

3) la relación causal entre el acto médico y el daño sufrido.  Para 

ello, es necesario que se presente prueba satisfactoria sobre: 1) 

las normas mínimas de conocimiento y cuidado médico aplicables 

a los generalistas o especialistas; y 2) la relación causal entre la 

actuación u omisión del médico y la lesión sufrida por el paciente.  

López v. Dr. Cañizares, supra, a las págs. 133-134; Soto Cabral 

v. E.L.A., 138 DPR 298, 308-309 (1995); Pagán Rivera v. Mun. de 

Vega Alta, 127 DPR 538, 544 (1990).  
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En nuestro ordenamiento jurídico, se espera que los 

médicos ofrezcan a sus pacientes aquella atención médica, 

cuidados, destrezas y protección que, a la luz de los modernos 

medios de comunicación y enseñanza, satisfaga las exigencias 

generalmente reconocida por la profesión médica.  López v. Dr. 

Cañizares, supra, a la pág. 133; Santiago Otero v. Méndez, 135 

DPR 540, 549 (1994); Ramos Escóbales v. García, González, 134 

DPR 969, 975 (1993).  Es por esta razón que existe una 

presunción de que el médico ha ejercido un grado razonable de 

cuidado y tratamiento adecuado.  Así pues, según se ha 

establecido, se obliga al médico a responder por los daños y 

perjuicios causados sólo cuando actúa negligentemente, con 

descuido o falta de la pericia profesional que exigen las 

circunstancias.  López Delgado v. Cañizares, supra, págs.133-

134; Ríos Ruiz v. Mark, 119 DPR 816, 820 (1987).   

Ahora bien, el tribunal ha explicado que un médico posee 

amplia discreción para formular un juicio profesional en cuanto al 

diagnóstico y tratamiento médico.  López Delgado v. Cañizares, 

supra, pág. 134; Ramos, Escobales v. García, González, 134 DPR 

969, 975 (1993).  Por lo tanto, el médico no incurrirá en 

responsabilidad civil si el tratamiento que le brinda a su paciente, 

aun cuando erróneo, está enmarcado dentro de los linderos de 

razonabilidad y es aceptado por amplios sectores de la profesión 

médica.  Es decir, no incurrirá en responsabilidad profesional, el 

médico que, ante las circunstancias particulares del caso ante sí, 

utiliza su buen juicio profesional a la luz de los criterios de 

razonabilidad y aceptación del sector médico.  Pérez Torres v. 

Blaudell Ramos, 120 DPR 295, 304 (1988). 

Conforme a lo anterior, la negligencia del médico no se 

presume por el hecho de que el paciente haya sufrido un daño o 
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que el tratamiento no haya tenido éxito.  López v. Dr. Cañizares, 

supra, a la pág. 135; Rodríguez Crespo v. Hernández, 121 DPR 

639, 650 (1988).  De igual forma, para rebatir la presunción de 

corrección a favor del tratamiento médico brindado, la parte 

demandante no podrá descansar en una mera posibilidad de que 

el daño se debió al incumplimiento del médico de su obligación 

profesional.  La relación de causalidad no se puede establecer a 

base de una mera especulación o conjetura.  López v. Dr. 

Cañizares, supra, a la pág. 135; Ramos, Escobales v. García, 

González, supra, a la pág. 976.  

Por lo tanto, el promovente de la acción de daños y 

perjuicios por mala práctica de la medicina tiene la obligación de 

rebatir dicha presunción mediante prueba en contrario que no sea 

una mera especulación.  Santiago Otero v. Méndez, supra; 

Hernández Rivera v. Mun. de Bayamón, 135 DPR 901, 909 

(1994).  Este deberá establecer mediante preponderancia de 

prueba, que el tratamiento médico suministrado o la ausencia de 

uno indicado y correcto, fue el factor que con mayor probabilidad 

causó el daño sufrido por el paciente.  López v. Dr. Cañizares, 

supra, a las págs. 134-135.  

Asimismo, el promovente de la acción deberá probar que el 

demandado incumplió con las normas en el tratamiento del 

paciente y que ello fue la causa de la lesión sufrida.  López Delgado 

v. Cañizares, supra, a la pág. 134; Soc. de Gananciales v. Géigel, 

145 DPR 663, 673 (1998); Medina Santiago v. Vélez,  120 DPR 

380, 385 (1988).  Esto es, la parte demandante deberá establecer 

mediante prueba pericial cuáles son los requisitos de cuidado 

y conocimiento científico requeridos por la profesión en el 

tratamiento de sus pacientes.  (Énfasis nuestro) López Delgado v. 

Cañizares, supra, a la pág. 133.  
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Por otro lado, como regla general, los tribunales están 

obligados a desalentar la práctica de falta de diligencia e 

incumplimiento con las órdenes del tribunal mediante su efectiva, 

pronta y oportuna intervención.  Mejías et al. v. Carrasquillo et 

al., 185 DPR 288, 298 (2012); Dávila v. Hosp. San Miguel, Inc., 

117 DPR 807, 816 (1986).  Además, tienen el poder discrecional, 

según las Reglas de Procedimiento Civil, de desestimar una 

demanda o eliminar las alegaciones de una parte.  No obstante, 

esa determinación se debe ejercerse juiciosa y apropiadamente. 

Mejías et al. v. Carrasquillo et al., supra; Maldonado v. Srio. de 

Rec. Naturales, 113 DPR 494, 498 (1982).  

La desestimación de una acción está regulada por la Regla 

39.2(a) de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, a 

saber:      

Si la parte demandante deja de cumplir con estas 
reglas o con cualquier orden del tribunal, el tribunal a 

iniciativa propia o a solicitud de la parte demandada 
podrá decretar la desestimación del pleito o de 

cualquier reclamación contra ésta o la eliminación de 

las alegaciones, según corresponda. 
Cuando se trate de un primer incumplimiento, la 

severa sanción de la desestimación de la demanda o 
la eliminación de las alegaciones tan sólo procederá 

después que el tribunal, en primer término, haya 
apercibido al abogado o abogada de la parte de la 

situación y se le haya concedido la oportunidad para 
responder. Si el abogado o abogada de la parte no 

responde a tal apercibimiento, el tribunal procederá 
a imponer sanciones al abogado o abogada de la 

parte y se notificará directamente a la parte 
sobre la situación. Luego de que la parte haya sido 

debidamente informada o apercibida de la situación y 
de las consecuencias que pueda tener el que la misma 

no sea corregida, el tribunal podrá ordenar la 

desestimación del pleito o la eliminación de las 
alegaciones. El tribunal concederá a la parte un 

término de tiempo razonable para corregir la situación 
que en ningún caso será menor de treinta (30) días, 

a menos que las circunstancias del caso justifiquen 
que se reduzca el término.  (Énfasis nuestro) 

 

El Tribunal Supremo ha sido consistente en que la 

desestimación de un caso como sanción, “debe prevalecer 
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únicamente en situaciones extremas en las cuales haya quedado 

demostrado de manera clara e inequívoca la desatención y el 

abandono total de la parte con interés y después que otras 

sanciones hayan probado ser ineficaces en el orden de 

administrar justicia y, en todo caso, no debería procederse a ella 

sin un previo apercibimiento”.  Mun. de Arecibo v. Almac. 

Yakima, 154 DPR 217, 222 (2001); Ramírez de Arellano v. Srio. 

de Hacienda, 85 DPR 823, 829-830 (1962).  

Así pues, planteada una situación que amerita sanciones, el 

tribunal debe, en primera instancia, imponer las mismas al 

abogado de la parte.  Si dicha acción disciplinaria no surte 

efectos positivos, procederá la imposición severa de la 

desestimación de la demanda o eliminación de las alegaciones 

únicamente después que la parte haya sido propiamente 

informada y apercibida de la situación y de las consecuencias que 

pueda tener el que la misma no sea corregida.  Mun. de Arecibo 

v. Almac. Yakima, supra, a la pág. 223; Maldonado v. Srio. de 

Rec. Naturales, supra.   

El postergar la imposición de sanciones drásticas y severas 

como último recurso al cual se deba acudir, responde al llamado 

a que los casos se ventilen en sus méritos y a que estos se 

resuelvan de forma justa, rápida y económica.  S.L.G. Font Bardon 

v. Mini-Warehouse, 179 DPR 322, 334 (2010).   

Conforme a estos principios jurídicos evaluamos y debido a 

su estrecha relación, discutiremos los señalamientos de error de 

forma conjunta.  Veamos.   

En esencia, los apelantes aducen que el foro primario incidió 

al desestimar con perjuicio la demanda incoada.  Además, plantea 

que el TPI dejó sin resolver la aplicación de la presunción de 

evidencia adversa voluntariamente suprimida, la solicitud de 
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exhumación de cadáver, la falta de cumplimiento por parte del 

Instituto de Ciencias Forenses y el impacto de ese incumplimiento 

sobre el caso.   

En lo pertinente, como una presunción específica 

controvertible, la Regla 304 de Evidencia establece en su inciso 

quinto que “[t]oda evidencia voluntariamente suprimida resultará 

adversa si se ofreciere”.  32A LPRA Ap. VI, R. 304.  Los apelantes 

se amparan en tal reglamentación para argumentar que debido a 

que SMU ha suministrado el récord médico de la joven fallecida de 

forma incompleta, dicha información alegadamente suprimida 

debe considerarse adversa.  Toda vez, que las Reglas de Evidencia 

son aplicables en el juicio, en esta etapa procesal es prematuro 

considerar adverso una documentación alegadamente no 

descubierta.   

Lo cierto es que, al evaluar el expediente, surge que SMU 

envió la documentación e información requerida desde el 5 de 

mayo de 2017 en las contestaciones y objeciones al Primer Pliego 

de Interrogatorio, Producción de Documentos y Requerimiento de 

Admisiones, enviado por los apelantes.  De los documentos 

enviados surge: el informe de investigación emitido por la Oficina 

del Procurador del Paciente, normas o protocolos para el manejo 

de pacientes Ob-Gyn, copia certificada del expediente clínico de 

diversas visitas al hospital por parte de la joven fallecida y copia 

vigente de los Medical Staff Bylaws and Rules and Regulations del 

hospital.  De lo anterior, no surge que hubo objeción alguna por 

parte de los apelantes.    

De otra parte, ni la solicitud de exhumación del cadáver, ni 

el alegado incumplimiento del deber por parte del Instituto de 

Ciencias Forenses tienen relación alguna con fundamentos que 

derroten la moción de desestimación presentada por SMU.  Sin 
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embargo, al evaluar el expediente, vemos que el Instituto de 

Ciencias Forenses demostró haber enviado la documentación 

relativa a los procesos realizados y evidenció que desde el 28 de 

enero de 2016, los apelantes conocían que al cadáver no se le 

practicó autopsia.   

Cónsono con lo anterior, el período de descubrimiento de 

prueba comenzó en el 2016, los promoventes no han presentado 

opinión pericial alguna que derrote la presunción de corrección 

que cobija al tratamiento y servicios médicos-hospitalarios 

brindados o de los requisitos de cuidado y conocimiento científico 

requeridos por la profesión en el tratamiento suministrado a la 

joven paciente fallecida.  Santiago Otero v. Méndez, supra; López 

Delgado v. Cañizares, supra.  

Ante este cuadro procesal, no se ha podido precisar qué 

actuación médica negligente provocó la muerte de la joven 

embarazada y si el feto era o no viable.  La negligencia médica no 

se presume por el hecho de que el paciente haya sufrido un daño 

o que el tratamiento no haya tenido éxito.  López v. Dr. Cañizares, 

supra, a la pág. 135. 

Es preciso destacar que a los apelantes se les otorgó 

prórrogas, en exceso de lo establecido en las Reglas, para 

presentar su oposición a la desestimación.  A pesar de ello, nada 

se planteó sobre alguna razón, opinión o la presentación de algún 

perito que permitiera extender el pleito.  Debido a tales 

incumplimientos el TPI entendió que correspondía la 

desestimación de la acción.  No obstante, conforme a la Regla 

39.2 (a) de Procedimiento Civil, supra, entendemos que, en esta 

etapa, el TPI se excedió al desestimar el presente pleito con 

perjuicio.  Es decir, ante los reiterados incumplimientos en el 

descubrimiento de la opinión pericial, previo a la desestimación de 
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la acción, corresponde la imposición de sanciones a la 

representación legal de la parte apelante.       

Por tanto, resolvemos que, toda vez que se no se ha podido 

rebatir la presunción de corrección de tratamiento médico-

hospitalario brindado, mediante la presentación de alguna opinión 

pericial, a poco menos de cuatro años de comenzado el pleito, 

determinamos que procede la imposición de dos mil 

dólares ($2,000.00) como sanción económica al abogado 

de la parte demandante tras los reiterados incumplimientos con 

las órdenes y prórrogas en exceso concedidas por el TPI.  

Tanto la parte apelante, como su representación legal, 

queda apercibida que de ocurrir incumplimientos adicionales, se 

podrá decretar la desestimación de la presente causa.  Después 

de todo, favorecer que los casos se ventilen en sus méritos, no 

supone que una parte tenga el derecho a que su caso adquiera 

vida eterna en los tribunales, manteniendo a la otra en un estado 

de incertidumbre.  Municipio de Arecibo v. Almacenes Yakima, 

supra, a las págs. 221-222 (2001); Carattini vs. Collazo Syst. 

Analysis, Inc., 158 DPR 345, 369 (2003). 

Como corolario, ante el reiterado incumplimiento con la 

presentación de opinión pericial, corresponde la imposición de 

sanciones económicas.  Por ello, determinamos que procede la 

revocación de la sentencia parcial enmendada apelada conforme 

a lo aquí resuelto. 

DICTAMEN 

Por las razones que anteceden, se REVOCA el dictamen 

apelado.  Se le ordena a la representación legal de la parte 

demandante a que en un plazo de treinta días (30) días laborables 

-contados a partir de la notificación de la presente- sufrague la 

cantidad de dos mil dólares ($2,000.00) impuestos como sanción 
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económica.  En consecuencia, se remite el caso al foro de instancia 

para la continuación de los procedimientos conforme a lo aquí 

resuelto.  Notifíquese a las partes directamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

El Juez Sánchez Ramos disiente, pues procedía la 

confirmación de la sentencia apelada; la desestimación fue 

correctamente decretada por el tribunal apelado ante la ausencia 

de prueba pericial aun luego de transcurrido un extenso período 

de descubrimiento de prueba 

 
 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


